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PRESIDE: Señor Representante Álvaro Vega Llanes. 


MIEMBROS: Señores Representantes Miguel Asqueta Sóñora, Luis José Gallo Imperiale y Dardo Ángel 
Sánchez Cal. 


INVITADOS: Por el Centro de Bioética Rioplatense, doctores Orlando Gil Solares, Presidente y Víctor 
Bordoli, Asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Víctor Bordoli, asesor jurídico del Centro de Bioética 
Rioplatense, y al doctor Orlando Gil Solares, Presidente y ex legislador conocido por todos, quienes han 


concurrido para opinar acerca del proyecto de ley relativo a "Defensa de la Salud Sexual y Reproductiva". 
Les cedemos la palabra. 
SEÑOR GIL SOLARES.- Agradezco la bienvenida del Presidente. 


El Centro de Bioética Rioplatense siempre ha estado observando cuidadosamente todo el proceso de 
discusión de este proyecto de ley, con sus respectivas modificaciones. 


En esta ocasión venimos a plantear una temática, tal vez un poco extraña, pero tenemos la certeza de que 
vamos a demostrar a la Comisión una suerte de errores que hacen que este proyecto sea anticonstitucional, 
conforme a la Constitución, e ilegal, de acuerdo con los Reglamentos de la Cámara de Senadores y de la 
Cámara de Representantes. 


El doctor Víctor Bordoli, asesor jurídico del Centro de Bioética Rioplatense, ha tenido mucha perspicacia al 
captar todos los detalles, de tal manera que explicará cómo hemos interpretado la evolución de este proceso. 


SEÑOR BORDOLI.- Agrademos la recepción realizada. 


En primer lugar, queremos explicar a la Comisión por qué entendemos que el tratamiento de la Cámara de 
Senadores del texto del proyecto denominado "Defensa de la Salud Sexual y Reproductiva” es nulo, y no 
debería discutirlo la Cámara de Representantes. El proyecto se está discutiendo en esta Comisión en virtud de 
que la Presidencia de la Cámara de Representantes enviara el texto a esta Comisión, en función de un acto 
administrativo que consiste en pasarlo a Comisión y dar trámite al texto del proyecto llamado "Defensa de la 
Salud Sexual y Reproductiva". Precisamente, estamos reclamando ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo que se declare la ilegitimidad y nulidad de este acto administrativo y que se suspenda. Esta 
nulidad inhabilitaría a esta Comisión a discutir el texto, y eso es lo primero que queremos informar. 


El 7 de noviembre de 2007 la Presidencia de la Cámara de Representantes efectuó este acto administrativo 
que cuestionamos. ¿Por qué lo cuestionamos? La razón está en lo ocurrido en la Cámara de Senadores. A 
partir del 3 de julio de 2007 en la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores se inició en torno al 
asunto 29.685, Carpeta N” 526/2006 una discusión indebida, sin haberse votado jamás el proyecto en 
general, en abierta violación a requisitos esenciales al proceso de formación de una ley. Se pasó a la discusión 
particular de los artículos sin haberse discutido en general y sin votarse en general. Esto viola principios 
ineludibles generales del derecho y, además, el Reglamento de la Cámara de Senadores, que establece 
claramente la forma en que deben votarse los proyectos cuando se discuten por primera vez y, precisamente, 
en la Comisión de Salud Pública del Senado fue donde se trató por primera vez este proyecto que fue 
presentado en el 2006. 


El sistema de votación en general y en particular no solo deriva de los principios generales del derecho sino 
de los artículos 70, 71 y 72 del Reglamento de la Cámara de Senadores; es una cuestión lógica y jurídica 
previa y necesaria al nacimiento jurídicamente regular de las normas de derecho positivo que requieren 
votación, sin cuyo cumplimiento no podrían votarse y, por lo tanto, ni siquiera nacerían. 


Si el proyecto que es considerado por primera vez no se discute ni se vota en general, jurídicamente ni 
fácticamente debería regir a persona ni a grupo alguno. 


En definitiva, la Comisión de Salud Pública del Senado no aprobó proyecto alguno, al no haberse votado el 
proyecto en general, por lo que la Comisión no pudo elevar informe en mayoría y en minoría. No obstante, se 
convocó al Senado para tratar dos textos ya no proyectos, porque no habían sido votados en general que 
figuran erróneamente como proyectos en el Repartido N* 551 de la Cámara de Senadores. Así el plenario del 
Senado sesionó tratando indebida e inconstitucionalmente dos textos que no eran proyectos. Además, como 
veremos en esta segunda parte, a la postre los dos textos también fueron rechazados por el Senado, por lo 
cual esta Cámara no debería tratar ninguno de ellos, de ninguna manera y de ninguna forma. 


Lo que ocurrió después de la Comisión en el plenario del Senado fue lo siguiente. El día 17 de octubre de 
2007 el plenario del Senado procedió a rechazar en general el texto que venía calificado mal como proyecto 
en el Repartido N* 551 de la Cámara de Senadores de octubre de 2007, como informe en minoría de la 
Comisión de Salud Pública del Senado al plenario del Senado. Por otro lado, ese mismo día, procedió a votar 
afirmativamente el texto que también venía mal calificado como informe en mayoría en el Repartido N* 551. 


El 6 de noviembre de 2007, este texto votado afirmativamente en general en la sesión del 17 de octubre, fue 
reconsiderado por la Cámara de Senadores como consta en la versión taquigráfica, por treinta votos en treinta 
y uno presentes. Luego, el Senado también procedió a rechazar este otro texto, como también consta en la 
versión taquigráfica de ese día. La votación fue de trece votos en treinta presentes. 


En definitiva, la Cámara de Senadores rechazó ambos textos; de manera que la Presidencia de la Cámara de 
Representantes ni esta Comisión pueden dar trámite a cualquiera de esos textos en forma alguna. 


Existió un único punto en el orden del día correspondiente a la convocatoria a sesión del Senado para la fecha 
6 de noviembre de 2007. Dicho punto dice y lo leo en forma textual: "Discusión particular del proyecto de 
ley por el que se crean normas en defensa del derecho a la salud reproductiva". Es decir, discusión particular 


del texto ya aprobado en general por el plenario de la Cámara el 17 de octubre. Y por eso este orden del día 
dice "discusión particular". No puede alterarse el orden del día en la Cámara de Senadores si no es en función 
de la declaratoria de urgente consideración, prevista en los artículos 65 y 66 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores. En la sesión de la Cámara de Senadores del 6 de noviembre de 2007 no hubo planteo alguno de 
proponer como urgente ningún asunto. 


En la sesión del 6 de noviembre de 2007 la Cámara procedió a votar afirmativamente la reconsideración del 
texto votado afirmativamente el 17 de octubre, y a rechazarlo. Luego sucedió algo completamente insólito y 
totalmente inconstitucional, de lo que no tenemos antecedentes que sepamos en la historia del país. El 
Presidente del Senado violó la Constitución de la República al someter a votación inmediatamente después 
de lo que acabo de decir y por fuera del orden del día, sin declaratoria de urgente consideración y sin 
reconsideración que fuese dispuesta por la Cámara en la primera sesión posterior a su votación negativa, el 
texto ya rechazado por ella el 17 de octubre de 2007. 


La segunda votación del denominado "Proyecto de la página 19" entre comillas del Repartido N* 551, que ya 
había sido rechazado es nula, improcedente e inconstitucional y tiene efectos absolutamente nulos, que 
determinan que esta Cámara y esta Comisión no puedan tratar lo que no existe. 


El resultado de esta última votación es irrelevante porque este texto fue rechazado el 17 de octubre, y no 
puede ser reconsiderado si no bajo las condiciones que no fueron cumplidas. 


El artículo 105 del Reglamento de la Cámara de Senadores dispone claramente que solo en la misma sesión, 
en que se efectuó la primera votación, o en la sesión primera siguiente a ella, se puede pedir la 
reconsideración y bajo condiciones muy especiales, ninguna de las cuales fue cumplida. Además, la sesión 
siguiente a la del 17 de octubre no fue la del 6 de noviembre, porque es la N* 42 y la del 17 de octubre es la 
N* 40. Además, para votar la reconsideración tiene que estar en el orden del día y no estuvo, y si no tiene que 
ser declarada como urgente, lo que tampoco se hizo. Ni se trató la reconsideración ni se votó, sino que 
directamente en violación a la Constitución y a los Reglamentos se procedió a votar de nuevo lo que ya había 
sido rechazado en la sesión N* 40 del Senado. 


El Reglamento de la Cámara de Senadores en sus artículos 59 y 61 dice claramente que debe respetarse el 
orden del día. 


Los artículos 65 y 66 establecen que solo podrá interrumpirse el orden del día en caso de urgencia o 
aplazamientos resueltos por el Senado; que no podrá considerarse asunto alguno no incluido en el orden del 
día sin urgencia declarada por la Cámara. 


En los artículos 70, 71 y 72 consta la forma jurídica de votar proyectos de ley. En el artículo 105 se expresa 
que fuera de la rectificación no puede volverse sobre una votación sino por vía de reconsideración; 
reconsideración que en cuanto al texto de la página 19 del Repartido N* 551 no fue votada jamás por la 
Cámara. 


En consecuencia, esta Cámara está nula e indebidamente tratando lo que no existe. Por ello es que hemos 
procedido, primero, a interponer recursos administrativos contra el acto de la Presidencia de la Cámara de 
Representantes ante la propia Presidencia de la Cámara de Representantes, y después acción de nulidad. Los 
recursos fueron de revocación ante la Presidencia y jerárquicos en subsidio ante la propia Cámara, que es 
superior a la Presidencia. 


Lamentablemente, la Presidencia de esta Cámara también procedió a violar las normas y a no elevar a la 
Cámara el recurso jerárquico que correspondía preceptivamente que le fuera elevado. Eso motivó la 
presentación de un recurso de queja por denegación de franqueo de recurso jerárquico. El Presidente de la 
Cámara envió dicho recurso de queja a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de esta Cámara, en la que está durmiendo el sueño de los justos desde el 25 de marzo de este 
año, hace cuatro meses. 


El indebido e inconstitucional tratamiento de este texto por esta Cámara y por esta Comisión irroga a nuestra 
parte y a la de innumerables seres humanos por nacer, presentes e inmediata y mediatamente futuros, a 
quienes representamos por carecer estos de la posibilidad de hacerse representar; perjudica el funcionamiento 
del Poder Legislativo, de la Cámara de Representantes, a nosotros como parte y también a la institucionalidad 


de la República, porque se está pretendiendo imponer como ley lo que no puede llegar a serlo en ningún 
momento. 


El tratamiento del texto lesiona, restringe, altera y amenaza los derechos de los ciudadanos a que los órganos 
que los representan actúen en la forma debida, en directa violación de las reglas de derecho y en directo 
ataque a la institucionalidad. 


Como estimamos que es probable que se trate de un error, venimos a informar de esto porque el daño es 
gravísimo, múltiple, actual y también inminente. Es inminente porque es altamente probable que si la 
Comisión continúa tratando el texto en forma inconstitucional, prosiga un irregular e inconstitucional seudo 
trámite que, a su vez, puede concluir en la seudo aprobación de una seudo ley y en que esta seudo ley termine 
así, por su apariencia de ley, imponiéndose coactivamente en forma fáctica pese a ser una no ley y, entonces, 
de facto y en forma inconstitucional, prohibirse y permitirse, ampliarse o restringirse derechos y libertades 
sin razón de ser, en forma ilegítima. El daño recae sobre nosotros porque, en lo personal, el acto impugnado 
atenta contra nuestra seguridad jurídica y, por ende, nos causa daño moral, privándonos de nuestro derecho a 
no ser perturbados en nuestra tranquilidad y a que no se viole la institucionalidad del Estado en que 
residimos. 


Nosotros, los ciudadanos, en nuestro carácter de tal, tenemos derecho a que no se nos impongan, en violación 
de las reglas de derecho, reglas que no son normas y que, además, para colmo, también nos dañan porque 
violan nuestra libertad de conciencia, nuestra libertad de pensamiento, nuestro derecho a que no se nos 
imponga ni se impongan generalizadamente, utilizando el pago de nuestros tributos, políticas que 
consideramos violatorias de los derechos ciudadanos y de los derechos humanos. 


También irroga daños sobre las familias, porque es una ley que atenta claramente contra la familia. Irroga 
daño a comunidades o sociedades que en el futuro o en el presente integremos, como colegios y mutualistas, 
que se pretende que sean obligados a enseñar y a efectuar actos de acuerdo con este texto. A las mutualistas 
se les obliga a abortar y a los colegios a enseñar conceptos con los que parte de la ciudadanía discrepa 
absolutamente en forma filosófica, y todos pagamos los impuestos. 


Por otro lado, ya mencionábamos el gravísimo daño que provoca a los seres humanos presentes y futuros no 
nacidos, que tienen derecho a no ser torturados, asesinados y desaparecidos en el vientre de su madre. El ser 
humano no nacido que es abortado es el desaparecido prototípico: es torturado hasta la muerte y su cuerpo es 
desaparecido. 


Provoca daño a la institucionalidad de la República, por las razones antedichas, y también al funcionamiento 
de la Cámara. Es la Cámara y también la propia Comisión como integrante de la Cámara y dado que está en 
el tema la que se ve perjudicada. En definitiva, existe un gravísimo interés de la regla de derecho y de la 
buena administración en que la Comisión suspenda y clausure el tratamiento de este texto, que no es 
proyecto, denominado "Salud Sexual y Reproductiva". 


Me permitiría recordar algunos artículos de la Constitución que creo que son trascendentes e importantes a 
esta temática que estoy tratando. El artículo 24 de la Constitución dice: "El Estado, los Gobiernos 
Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, 
serán civilmente responsables del daño causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, 
confiados a su gestión o dirección". 


El artículo 25 de la Constitución dice: "Cuando el daño haya sido causado por funcionarios, en el ejercicio de 
sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, en caso de haber obrado con culpa grave o dolo, el órgano 
público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación". En este sentido, la 
gravedad de la responsabilidad del órgano Presidencia de la Cámara de Representantes y de quien lo ocupe, 
que no revocare este acto manifiestamente contrario a derecho que ha cometido, aun frente a recursos 
administrativos y a acciones jurisdiccionales que lo ponen claramente de manifiesto, resultaría muy grave y 
de consecuencias previsibles en cuanto a responsabilidades administrativas, civiles y penales; lo mismo 
ocurriría para cualquier organismo o miembros de organismos que trataren a sabiendas indebidamente lo que 
no pueden tratar jurídicamente. 


Como decíamos, en el petitorio de nuestra acción de nulidad habíamos solicitado no solo la nulidad del acto 
impugnado sino la suspensión del mismo. En este momento se está tramitando la suspensión del acto. 


Las demandas son tres incidentales y tres principales; seis en total, por la cantidad de ciudadanos que 
comparecieron. El Tribunal ordenó el traslado al Poder Legislativo y se cumplieron las notificaciones 
correspondientes. Se le dio noticia a la Asesoría Jurídica del Palacio Legislativo que, según tengo entendido, 
depende de la Comisión Administrativa. Lamentablemente, hasta donde sabemos, hasta el momento la 
Cámara de Representantes no ha tomado conocimiento de la existencia de estas demandas, lo cual es una 
gravísima irregularidad cometida dentro del Palacio Legislativo. Se están contestando las demandas por parte 
de abogadas que, invocando poderes que son nulos, lo hacen a nombre del demandado Poder Legislativo sin 
que este, que está solamente compuesto por ciento treinta legisladores, tenga conocimiento oficial de la 
existencia de las demandas. 


El día 19 de mayo de 2008 el notificador del Tribunal procedió a realizar la notificación del Decreto 
3438/2008, aquí en el Palacio Legislativo, en la Asesoría Jurídica, a una funcionaria que dijo llamarse María 
Rey, lo que consta a fojas 469 del expediente correspondiente. De acuerdo con lo que hemos averiguado 
fehacientemente, concurriendo a la Presidencia de esta Cámara, jamás la Cámara, en el plazo debido, tomó 
conocimiento efectivo de la demanda principal y tampoco después de la demanda incidental, que fue 
notificada posteriormente. Es obvio que no está en condiciones materiales de comparecer en un proceso de 
nulidad quien no tiene conocimiento efectivo real de la existencia de dicho proceso; reitero que no está en 
condiciones materiales de comparecer en un proceso quien no conoce la existencia del mismo. No obstante lo 
cual, las abogadas comparecieron invocando representación de la Cámara. El demandado es el Poder 
Legislativo y no la Cámara, pero ésta debía tener conocimiento de acuerdo al decreto del Tribunal. 


Si bien la notificación a la persona jurídica Poder Legislativo se cumple en oficina dependiente del mismo, y 
ello hace correr plazo, la persona jurídica Poder Legislativo no conoce material y efectivamente la demanda 
hasta que esta le sea efectivamente trasladada por los funcionarios de ella dependientes, es decir, hasta que al 
menos una de ambas Cámaras en este caso la Cámara de Representantes, que fue ordenada por el Tribunal a 
que tomara conocimiento, y la involucrada, porque el acto está cometido por la Presidencia de dicha Cámara 
reciba de funcionarios dependientes del Poder Legislativo el efectivo traslado de la demanda. 


Concurrimos a Presidencia de la Cámara, y nos notificaron que no había absolutamente ninguna noticia sobre 
las demandas. Luego, concurrimos a Secretaría y nos enteramos de que en vez de que ella elevara a 
Presidencia el informe que corresponde sobre las demandas para que lo eleve a la Cámara, devolvió el tema a 
Jurídica que está contestando las demandas, en nombre de la Cámara sin que esta tenga conocimiento, y en 
nombre del Poder Legislativo, sin que este tenga conocimiento. 


Las abogadas actuaron en los seis expedientes, invocando el nombre Cámara de Representantes sin que la 
Cámara esté si quiera enterada ni de las acciones de nulidad ni de la existencia de pedido de suspensión de 
ejecución del acto impugnado. 


A continuación voy a transcribir la primera parte del artículo 106 del Reglamento de la Cámara de 
Representantes que dice: "El Presidente es el representante oficial de la Cámara, pero no podrá contestar ni 
comunicar a nombre de ella sin su acuerdo". Si el Presidente no puede contestar sin acuerdo de la Cámara, 
entonces, tampoco puede contestar demandas a nombre de la Cámara sin acuerdo de esta. Entonces, muchos 
menos un supuesto apoderado por el Presidente puede contestar demandas a nombre de la Cámara sin 
acuerdo de esta. Se está utilizando un poder nulo, nulamente expedido en el año 2005, para contestar las 
demandas sin que el Poder Legislativo sepa que está siendo demandado. 


A su vez, el artículo 106, numeral 22, del Reglamento preceptúa que es deber del Presidente de la Cámara: 
"Abrir los pliegos dirigidos a la Cámara, hacerlos extractar y dar cuenta de ellos en la primera sesión en la 
forma prevista por el artículo 138". Ninguna de estas cosas ha sido cumplida en el caso planteado del 
presente expediente, y tampoco en los casos relativos a las acciones de nulidad. 


Por otro lado, el artículo 137 preceptúa: "Todo asunto sobre el que deba resolver la Cámara será dirigido por 
escrito al Presidente, el cual le dará el destino que corresponda, a su juicio, y una vez presentado no podrá ser 
retirado sin anuencia de la Cámara". Esto tampoco se cumplió en lo relativo a lo que debe hacer el Presidente 
ni en los casos de las acciones de nulidad, ni en los casos de los pedidos de suspensión de la ejecución del 
acto impugnado, directamente porque el Presidente dice que no está enterado. La Presidencia dice que en las 
computadoras de Presidencia no hay absolutamente nada y que el Presidente no está enterado. 


A su vez, el artículo 138 del Reglamento preceptúa: "En la primera sesión que celebre la Cámara la Secretaría 
dará a conocer, mediante repartido, un extracto del asunto entrado". Más adelante establece: "Si se observa el 
destino dado al asunto entrado, se votarán sin discusión los destinos que se propongan, por su orden, 
estándose a lo que resuelva la mayoría de presentes". Tampoco se cumplió con la notificación de las acciones 
de nulidad ni con notificación de los pedidos de suspensión del acto impugnado, lo cual implica una clarísima 
y gravísima omisión de la Secretaría, en abierta violación del artículo 138 del Reglamento. 


Nosotros hemos elaborado un informe escrito sobre toda esta temática, que vamos a dejar a la Comisión, con 
copia dirigida al señor Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, quien va a tomar conocimiento 
íntegro de los expedientes. 


Quisiera hacer una reflexión que es importante. Durante todo este proceso ustedes pueden observar el 
voluminoso tamaño de uno de los seis expedientes; no sé si los señores legisladores tenían conocimiento de 
la existencia de esta demanda nos hemos dado cuenta de que existe la intención manifiesta y clara de 
funcionarios de esta Cámara de evitar que esta tome conocimiento de lo que ocurrió en la Cámara de 
Senadores. Asimismo, se pretende evitar que la Cámara tome conocimiento de que el texto del proyecto de 
ley que se está tratando denominado de Salud Sexual y Reproductiva no puede ser considerado porque no 
existe jurídicamente, es nulo su tratamiento. 


Creo que es absolutamente inadmisible que yo concurra como efectivamente concurrí a la Secretaría, a 
preguntar cuándo estas demandas iban a ser notificadas a la Presidencia y a la Cámara, como así lo ordenaron 
los decretos del Tribunal es decir, cuándo se iba a hacer efectiva y práctica la notificación, y se me conteste 
como se me contestó, que no tenían ninguna notificación que darme y que por favor me retirara, cuando el 
procedimiento administrativo, regulado en este país por las leyes y decretos correspondientes, indican que 
son públicos y que, además, los interesados tenemos todo el derecho del mundo, a saber en qué situación se 
encuentran los procedimientos en las oficinas donde están. En consecuencia, estamos ante una extrañísima 
situación donde yo estoy contendiendo como abogado y participante del expediente con dos abogadas que 
dicen representar a un Poder Legislativo y a una Cámara que ignoran que están siendo demandados. A partir 
de este momento ya no lo ignoran; a partir de este momento y por acta conocen el tema. 


Nosotros venimos a hacerles conocer este tema a fin de evitar que se incurra en el error de seguir tratando 
este texto. 


En lo que me es personal, para mí siempre es un placer venir acá por haber ejercido la Secretaría del doctor 
Gil cuando él era Representante Nacional por el Encuentro Progresista. Por tanto, para mí la gente de esta 
Casa es amiga, y yo cumplo con el deber de informar lo que está pasando porque esto no puede continuar. 


Agradezco muchísimo la atención, y le cedo la palabra al Presidente del Centro, doctor Gil. 


SEÑOR GIL.- Como ustedes pueden ver, estamos frente a una interesantísima partida de ajedrez 
importantísima. 


Estos errores que se han cometido están todos documentados, de tal manera que es imposible negarlos o decir 
que no existen. Lo único que queda por delante es corregir el error, porque errar es humano. Eso lo tenemos 
muy claro y lo decimos con todo respeto. De manera que está en manos del señor Presidente y de los 
compañeros integrantes de la Comisión trasmitir esta problemática al resto de la Cámara, especialmente a la 
Presidencia, y luego veremos cómo sigue este tema. 


Personalmente, me siento muy honrado por haber sido recibido por ustedes y les agradezco profundamente la 
atención que nos han dispensado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debido al tenor de las denuncias nos comunicaremos con los organismos 
correspondientes a los efectos de plantearles la situación y ver qué contestan. 


Les agradecemos vuestra presencia en la Comisión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


